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].° LA IJTILIZACIÓ:\ NORMAL DK LN CONCEPTO EXCEPCIONAL.

Puede afirmarse que en nuestros días ia vida administrativa utiliza
con notoria frecuencia los llamados procedimientos o instituciones excep-
cionales de urgencia (1). r>:tc uso frecuente no determina, sin embarco,

íli Recientemente, y en relación ron los Decretos-leyes, GÓ.Mtz Ar:EB<> lia pílcelo
de relieve lu progresiva utilización de «lidia institución de urgencia. Así, frente a los
5 promulgados en 194-1. lo? 16 en 1945 y los 23 de 1946, contrastan los 16 de 1949.
los SO de 1950 y los 223 de 1951.

«De las que resulta que el pon-enlaje de utilización de la vía legislativa excepcio-
nal de} Decreto-ley en relación con la normal y ordinaria de la Ley se eleva sólo a
un 15 por 100 aproximadamente, si bien se acusa un peligroso aumento de la decreta-
i ion de urgencia en los dos últimos años.

Más difícil, por no decir imposible, se liare el análisis cuando se considera cuali-
tativamente el problema de la legislación por Decreto-ley del Gobierno, pues las ra-
zones de necesidad o urgencia pueden existir de hecho, aunque para el observador
externo al Gobierno parezcan dudosas. Existen, en efecto, supuestos claros en los que

• la urgencia de las medidas adoptadas mediante Decreto-ley es evidente. Así, por
ejemplo, en los Decretos-leyes por los que se conceden beneficios excepcionales a
poblaciones, empresas o ramas de la producción en atención a catástrofes, calamida-
des públicas, accidentes naturales, perjuicios sufridos, etc.: cuando se regulan por
Decreto-ley materias sobre las que está en estudio por el Gobierno o por las Cortes
el oportuno proyecto de I-ey, ?in que puedan permanecer en el ínterin faltas de nor-
mativa legal: ruando la urgencia viene impuesta por perturbaciones repetidas del
orden público o por razones inaplazables de orden económico o financiero; en fin,
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un incremento paralelo de las ir stituciones de urgencia. El panorama que,
en este sentido, nos ofrece el desenvolvimiento de la Administración no
es tanto el de la creación de nuevas figuras de urgencia, como el del uso
constante y repetido de las instituciones creadas en otros tiempos.

El dato anteriormente señalado merece destacarse en .cuanto que, dado
el carácter excepcional de las instituciones de urgencia (2), la referida
utilización frecuente puede llegar a convertir en normales figuras nacidas
tan sólo para casos que no lo son. Por otra parte, teniendo en cuenta que
en la mayoría de los casos la urgencia implica la sustitución de un dere-
cho normal por un derecho excepcional (3), merece destacarse también
este uso tan frecuente de dichas instituciones por lo que pudiera eviden-
ciar en la ineficacia o crisis de las instituciones administrativas normales.

Puede uno preguntarse, ante la importancia de este problema, cuáles
sean las causas que determinan este incremento en la utilización de las
referidas instituciones. Estas causas, en función de la urgencia misma,
pueden ser solamente dos. Una de ellas sería que la urgencia se lia heclto
más frecuente en la Administración de nuestros días, determinando, por
tanto, la correlativa utilización de los procedimientos que la Adminis-
tración posee para tales casos. La otra podría ser la de que las institucio-
nes de urgencia son utilizadas no sólo en tales casos, sino incluso en aque-
Hos en los que no existe verdadera urgencia.

En relación con la primera causa, tal vez haya que reconocer que las
modernas necesidades que la Administración trae a cu campo, la meca-

poc atenciones militare? de carácter reservado. En cambio, la calificación de la urgen-
cia no aparece externamente en otros casos en los que viene impuesta por la oportu-
nidad o necesidad política, y es difícil de apreciar en aquellos otros en los que el
objeto del Decreto-ley es el establecimiento de normas orgánicas y definitivas sobre
una materia determinada.»

GÓMEZ ACEBO. El ejercicio de ío función legislativa por el Gobierno. REVISTA DE
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA» núm. 6, 1951, págs. 123 y 124. Ya en Italia, en 1923, había
denunciado el aumento de Decreto-leyes de urgencia FERRACCIU": Per Ui disciplina
giuridica dei decreti-'legge. «Riv. Diritto Pubblico»; 1923, pág. 21. El fenómeno pue-
de ser considerado general en todos los países.

(2) A este respecto, PERASSI, Necessitá e stato di necesita nella teoría donanática
della produzione giuridica, «Rivista de Diritto Pubblico», 1917, pág. 287.

(3) Esta sustitución legítima de un procedimiento normal por uno excepcional,
confróntese en RANELLETI, Instituzioni di Diritto Pubblico, Milano, 1947, págs. 296
y siguientes.

Esta derogación del derecho común por un ius singulare se puede confrontar en
SANDULLI, Manuele di Diruto Anuninistrativo, Napoli, 1952, págs. 221 y 222. La ur-
gencia, para este autor, es un presupuesto que condiciona la legitimidad de los acios
administrativos.
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nización y multiplicación de los medios de transporte, las nuevas tenden-
cias del robustecimiento del Poder ejecutivo, y los nuevos campos indus-
triales en los que la Administración proyecta su actividad, sean factores
determinantes, entre otros, de una multiplicación justificada del uso de
las instituciones de urgencia (4).

Estimamos, sin embargo, que, junto al incremento proveniente de la
causa anteriormente expuesta, se da otro, y no despreciable, proveniente
de la también anteriormente citada causa segunda. Esto es, en otras pa-
labras : gue las instituciones de urgencia son boy utilizadas en casos en
los que no existe verdadera urgencia. No obstanle, debemos añadir que
no en todos* los casos de utilización de las instituciones de urgencia, sin
existir urgencia auténtica, son movidos los administradores por idénticas
razones o motivos.

Así, llevando nuestro discurrir por un plano puramente teórico, po-
dríamos diferenciar dos motivos que pueden inducir a] administrador a
utilizar las instituciones de urgencia en casos en que tal urgencia no exis-
ta. Uno de ellos sería el abuso administrativo de poner en movimiento
instituciones que generalmente implican una- empliación excepcional de
atribuciones para la Administración (5), determinador de una mayor co-
modidad en la función administrativa. Este abuso es peligroso cierta-
mente, cuando no se da la urgencia, porque el aumento de atribuciones
de la Administración corre parejo a la disminución de las garantías nor-
males de los ciudadanos (6).

(4) La justificación de los procedimientos de urgencia se ha visto por alguno-
en el estado de necesidad. «Verdad es —dice BIELSA— que en virtud del status necesi-
tatis. que es fuente de derecho, pueden justificarse disposiciones de urgencia y de ne-
cesidad inmediata, tendentes a impedir la cesación o suspensión de los servicios pú-
blicos. Véase Estudios de Derecho público, págs. 86, 550 y 591, Buenos Aires, 1950. I.
También su monografía Eí estado de necesidad con particular rejerencia al Derecho
Constitucional y Administrativo, Rosario, 1940. PAUL DUEZ critica la tesis de -que
los acloE de gobierno sean producto de fuerza mayor que imponen al Estado circuns-
tancias excepcionales bajo la presión de necesidades urgentes o de graves peligros.
Desde un punto de vista jurisdiccional, ello —dice— es irrelevante, ya que la fuerza
mayor se refiere al fondo del asunto y no determinaría la inadmisibilidad de los recur-
sos contra actos de gobierno. Les actes de gouvernement, París, 1935, págs. 190 y 191.

(5) En aquellos casos en que la urgencia traslade a la Administración atribucio-
nes y funciones de otro poder del Estado, no han faltado autores que han pensado
en la figura de la negotiorum gestio para explicar la naturaleza de dicha traslación de
atribuciones. Véase LUICI, DAGI.I, OCCHI, LO stato di necessila nell diñtto pubblico e
le ordinanza d'urgfnza, Mi\ano, 1919.

(6) Sin embargo, no toda aplicación de derecho excepcional por razones de ur-
gencia implica necesariamente una disminución de atribuciones del administrado. Así.
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Existe junto al anterior otro motivo digno de ser examinado con todo

detenimiento por lo que de sintomático pudiera tener. Lina de las razo-

nes por las que se utilizan frecuentemente las instituciones de urgencia

en casos en que no existe tal urgencia, es la de que las instituciones nor-

males administrativas resultan a veces ineficaces o demasiado lontas para

lograr las metas propuestas. Es ésta sin duda alguna una cuestión que

no debe pasar inadvertida en cuanto que pone en tela de juicio la efi-

cacia de un ordenamiento que no sólo debe ser pencado para dar garan-

tía al administrado, sino también para ser instrumento idóneo y facili-

tador de la satisfacción de las necesidades colectivas. Se traía, pues, de

un problema que pone sobre el tablero, más que la cuestión* de la crisis

de una rann del Derecho, la de la necesidad de renovación de alguna

de sus instituciones elaboradas en épocas en las que el actuar de la Ad-

ministración marchaba por otros derroteros y a otro ritmo y compás (7).

el art. 10 de la Ley de 24 de noviembre de 1939 di: ordenación y defensa de la in-
dustria nacional consigna un supuesto en til que la urgencia determina un acrecenta-
miento de las facultades del particular. En relación con cierto» administrados cualifi-
cado»', señala dicho precepto que «en toda? la? obra?, instalaciones, servicios y adqui-
siciones en general, de cualquier cla?e, que se realicen con fondos procedentes del
Estado, de la Provincia, de los Municipio?, de los Organismos y Delegaciones del Mo-
vJi'liíiilo. de los Monopolio?, (le las Empresa? concesionarias de servicios público>
u qm: disfruten de beneficio de prolección en cualquier forma administrativa, econó-
mica o financiera, se emplearán exclusivamente articulo? de fuhrir.ición española. Fl
Ministro de Industria y Comercio, excepeionalinente y previo informe de los Servicio-
Técnicos de la Dirección General de Industria?, podrá autorizar adquisiciones en la
induciría extranjera mediante Orden especial, en cada caso, cuando concurra alguno
de los motivos siguientes Por reconocida URGENCIA que no pueda satisafcer la in-
iluslria española.

(7) Entre las instituciones de urgencia creada- por fl Estado después de la gue-
rra Je liberación, merece destacarse la Ley de 7 de octubre de 1939 reguladora de la
expropiación de urgencia. Las palabras del preámbulo ponen de relieve el fundamento
de la misma para caso? excepcionales: <rLa velocidad que el Gobierno quiere impri-
mir a las obras de reconstrucción nacional, exige que para e?las y la? demás que ten-
irán cr.rácler de urgentes se simplifique el procedimiento de las Leyes de expropiación
forzosa vigentes ha?ta llegar al momento de la ocupación.»

Planteado el problema de mantener el procedimiento de urgencia en la Comisión
encargada de redactar una nueva Ley de expropiación forzosa, la referida Comisión
adopió el criterio de reducir lo? trámites de la expropiación normal y que (Reapare-
ciera ti procedimiento de urgencia.

En Francia, y en relación con la expropiación de urgencia, véase artículo 58 del
Decreto-ley de 8 de agosto de 1935 y la Ley de 11 de octubre de 1910.

En Italia merece e?pecial mención la ocupación de urgencia. Ver, al respecto, S*U
BATINI. Commento allí' leggi sulle E.ipropiazioni per pubblica utilita. Torino, 1914,
vol. II, págs. +7+ y ss. CIANFLONK. ¡,'Appalto di apere pubbticlie. Milano. 1950. pásíi-
nas 315 y 316. CARUCNO, L'espropiazione per pubblica utiliti'i, Milano. 195(1. pág. 335.
VÍTALE. Limiti alln impugnativa per ecceso di potere (¡elle ilichinnizione di ur^anzn
en Giur, 00 . P. P., 1938, I, pág. 133.

28



ENSAYO DE UNA 1EOHÍA DE LA URCENCIA EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO

Estimamos que tan peligrosa puede ser la utilización de los procedi-
mientos de urgencia por abuso y para comodidad de la Administración
en casos en que no exista la urgencia, que es el fundamento y razón de
ser de las referidas instituciones excepcionales, como que la Adminis-
tración, en los casos en que tal urgencia no exista, no cuente con insti-
tuciones administrativas normales lo suficientemente aptas para el logro
de sus fines. Y es que en realidad uno y otro supuesto quiebran respec-
tivamente los dos elementos determinantes de una concepción institu-
cional del Derecho Administrativo : el equilibrio entre las garantías del
administrado y la eficacia de la Administración. El primer supuesto an-
teriormente citado, en ouanto que al intentar robustecer, en casos en los
que no hay fundamento para ello, los poderes de la Administración,
lompe el equilibrio en perjuicio de la garantía de los administrados. El
segundo supuesto, en cuanto que, ora por consideraciones excesivamente
individualistas, ora por inadptación de plazos a las nuevas necesidades,
rompe el equilibrio condenando a la Administración a la esterilidad.

Finalmente, si ]a vida moderna lia multiplicado las situaciones ur-
gentes en la actual Administración, nada hay que oponer al incremento
que en el uso de las instituciones de urgencia haya determinado la refe-
rida causa. Hay, por el contrario, que oponerse a la utilización de la?
instituciones de urgencia en los casos en que falta tal urgencia, y sólo
existe como justificación de tal utilización una mayor comodidad de los
entes administrativos.

En cuanto al supuesto de la utilización de las instituciones de urgen-
cia debido a la ineficacia de los procedimientos normales, incluso para
los casos de inexistencia de situaciones urgente-, creemos que pregona
por sí mismo la necesaria modificación y revisión de las instituciones nor-
males del Derecho administrativo, de acuerdo con las conquistas de la
ciencia, las enseñanzas de la experiencia y las necesidades de los tiempos.
En este sentido incluso podría llegarse en ocasiones a convertir, con las
debidas atenuaciones, en principios de derecho normal a ciertos princi-
pios que hasta ahora se han considerado como de derecho excepcional.
Las instituciones normales tendrían entonces que incorporar a su seno
íacetas atenuadas de las instituciones de urgencia.
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2." LAS CARACTERÍSTICAS JURÍDICAS DE LAS INSTITUCIONES DE URGENCIA.

No suele ser corriente en la -literatura jurídico-administrativa el estu-
dio de Jas características que a la urgencia acompañan en el campo de
la Administración. La razón de ello no es otra sino la de que falta tam-
bién un examen general del aspecto común de las instituciones de ur-
gencia, aun cuando en modo alguno puede decirse que se echen de me-
nos estudios independientes de cada una de dichas instituciones o figu-
ras. Lo que queremos indicar es que falta una teoría común que englobe
en general a las instituciones de urgencia y que ponga debidamente de
relieve que es la urgencia el fundamento, la causa y el fin de las susodi-
chas figuras, que sólo pueden ser cumplidamente examinadas, aplicadas
e interpretadas partiendo de una teoría de la urgencia, de la que carece
el Derecho administrativo. Intentemos en el presente apartado el exa-
men de las que creemos notas características de la urgencia en la disci-
plina normativa de la vida de la Administración.

A) Insuficiencia del derecho normal, por razón de tiempo, para al-
canzar la linalidad administrativa legal.

Puede decirse que es la insuficiencia del Derecho administrativo nor-
mal para la consecución de un interés público legal el fundamento de la
utilización de la? instituciones de urgencia. Sin embargo, hay que aña-
dir algo más específico para que se matice debidamente entre la urgen-
cia y otras figuras afines. La insuficiencia ha de ser por razón del tiempo;
esto es, la causa por la cual la institución o procedimiento administra-
tivo normal no sirve para alcanzar el fin perseguido ha de ser el tiempo.
La utilización de la institución excepcional de urgencia va a alcanzar
la misma meta que jurídicamente se podría alcanzar con la institución
normal administrativa. Lo que ocurre es que aquélla la alcanzará en
un lapso de tiempo en el que el derecho normal no podría nunca alcan-
zarla, y ese lapso breve de tiempo era esencial para el fin administrativo
propuesto (8). Así, lo que el Gobierno puede hacer por Decreto-ley,

(8) Claramente aparece esta insuficiencia en. la motivación del Decreto-ley de
15 de diciembre de 1950, por el que se concedió una gratificación extraordinaria a los
funcionarios del Estado. «Él deseo del Gobierno —decía— de que los beneficiarios de la
remuneración perciban su importe a la mayor brevedad posible, dentro siempre de la
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esto es, establecer normas derogatorias de leyes formales, lo puede ha-
cer también el Parlamento en el ejercicio de la función legislativa. Lo
que ocurre es que el Parlamento, en hacerlo, tardaría un tiempo que
podría estar en pugna con el interés público. De la misma manera como
la expropiación de urgencia llega a una transmisión de propiedad, a»í
también llegaría a dicha transmisión una expropiación normal. La uti-
lización de la primera sólo se justifica por una imposibilidad de que la
segunda alcance el fin propuesto en un tiempo que es esencial al fin
administrativo.

Precisando aún más en el contenido de esta primera nota, debemos
distinguir entre la insuficiencia del derecho normal y la imposibilidad
jurídica ilegal de alcanzar el fin propuesto. La insuficiencia implica po-
sibilidad de alcanzar un fin, pero incapacidad de alcanzarlo con un de-
termindo medio o procedimiento jurídico. La urgencia en estos casos lo
que hace es arbitrar el procedimiento idóneo y suficiente por razón del
tiempo para obtener la meta. La imposibilidad implica la antijundici-
dad del fin propuesto y no la insuficiencia del medio con el que con-
seguirlo. Así como la insuficiencia jurídica del medio justifica la utiliza-
ción de las figuras de urgencia, la imposibilidad jurídica del fin cierra
la posibilidad de la utilización de dicha vía. Estimamos lícita la utili-
zación de los Decretos-leyes cuando el Parlamento no puede reunirse
con la brevedad requerida (9): nos parece ¡legítima la litigación de
esta vía cuando el Gobierno, en un régimen parlamentario, quiere obte-
ner lo que el Parlamento no otorgaría por ser ilegal. Asimismo la utili-
zación de la expropiación de urgencia no puede realizarse con una fina-
lidad de confiscación, y sí puede utilizarse cuando, por razón de tiempo,
el procedimiento de la institución normal deviniera insuficiente.

época comprensiva de las tradicionales y ya próximas fiestas, impide seguir ¡a tramita-
ción señalada para la concesión de crédito extraordinario, que demoraría el pago a
fechas posteriores y aconseja usar la facultad reconocida al mismo por el artículo 13
de la Ley de 17 de julio de 1942, modificada por la de 9 de marzo de 1946, dictando al
efecto el oportuno Decreto-ley.»

(9) En España, la realidad señala una diferenciación entre las normas con fuerza
de ley que emanan riel Jefe del Estado. Facultad de dictar leyes con la colaboración
de las Cortes (artículo 1." de la Ley de Cortes). Facultad de dictar leyes sin la co-
laboración de las Cortes (en este sentido, véanse las Leyes de 22 de octubre de 1945
y 9 de marzo de 1946, modificadora de la Ley de Cortes de 17 de julio de 1942). Fa-
cultad del Gobierno de dictar Decretos-leyes en caso de guerra o urgencia (artícu-
lo 13, reformado, de la Ley de Cortes). Leyes que con la colaboración de las Cortes
las somete el Jefe del Estado a referéndum. Ver ROYO VIM.ANOVA, Elementos de De-
recho Administrativo, Valladolid, 1952, tomo I, pág. 50.
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Esta insuficiencia por razón del tiempo del procedimiento normal,

que hemos constituido como primera característica jurídica de la ur-

gencia, viene a realizar un juego fundamental en la determinación de

su concepto. En efecto, toda la labor de la. Adminislración debe ser efi-

caz, y por lo general la eficacia exige una rapidez en el discurrir norma

de la función administrativa. Esta rapidez de la Administración no es,

o al menos no debe ser, incompatible con las instituciones jurídieo-admi-

nistrativas normales. Si la rapidez caracteriza o debe caracterizar a

una normal y eficaz Administración, los procedimientos jurídicos de que

ésta se vale normalmente no deben ser obstáculo a dicha rapidez.

Ahora bien : en ocasiones esa rapidez normal de la función adminis-

trativa se convierte en urgencia, y esta conversión, es lo q\*e queremos

poner de relieve, produce una fundamental consecuencia jmi'dieo-admi-

nntrativa, que es el abandono del Derecho administrativo normal, para

aplicar instituciones administrativa* excepcionales. Esta consideración

es la que centra el problema en la diferenciación de dos conceptos :

rapidez y urgencia. Diferenciación fundamental con indiscutibles con-

secuencias en el campo jurídico-administrativo (10).

En donde radica, a nuestro modo de 'ver, la diferenciación señalada

es que en la urgencia el factor tiempo es elemento determinante y cons-

titutivo del fin administrativo perseguido. De tal manera es ello, que

de no conseguirse dicha finalidad en un tiempo determinado para el cual

la institución normal no era idónea, tal meta habría dejado de intere-

sar a la Administración o hubiera perdido su razón de ser. Por el con-

trario, en la función administrativa normal, que, como ya dijimos ante-

riormente, debe realizarse generalmente con rapidez, el factor tiempo

no es elemento determinante del fin propuesto, o si lo es, dicho tiempo

es perfectamente compatible con la utilización de los procedimientos

administrativos normales (11).

CÍO) Esta diferenciación entre rapidez y urgencia tiene una auténtica significación
en la actividad administrativa. Así, por ejemplo, cuando la Administración quiere
que la expropiación se haga rápidamente, lo que quiere es que no haya desidia por
parte de sus Autoridades y que apliquen la Ley en SUÍ plazos mínimo- y que no se
muera el expediente entre trámite y trámite. Aspira, pues, a que se utilice el proce-
dimiento expropiatorio normal sin perder tiempo. Por el contrario, cuando desea
que la expropiación se realice urgentemente, lo que se quiere <»s que se abandone el
procedimiento normal, que no es idóneo para el fin administrativo constituido en fun-
ción del tiempo, y se sustituya por olro procedimiento idóneo.

(11) Existen ciertos preceptos administrativos fundamentado; en hi rapidez que
no tienen carácter de normas de urgencia y, por tanto, son preceptos nórmale- y no
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Podemos, pues, afirmar aclarando que en la actividad administrativa
de urgencia el factor tiempo es elemento constitutivo de la finalidad de
la Administración. Mas como los procedimientos normales no permiti-
rían la consecución de la finalidad en dicho tiempo, se arbitra un pro-
cedimiento excepcional. En relación con la actividad administrativa nor-
mal, que, siendo rápida, no es urgente, el factor tiempo no deviene ele-
mento determinante ni constitutivo del fin perseguido, o si lo es resulta
compatible con los procedimientos jurídico-administrativos normales. Un
ejemplo aclarará debidamente. Una obra pública para la que ha de ex-
propiarse le interesa a la Administración en el plazo de dos meses, y
pasado dicho plazo, la obra perdería su razón de ser. El factor tiempo
es elemento determinante del fin administrativo, y el juego del ordena-
miento administrativo normal no permite obtener la expropiación en dicho
plazo, por lo que se acude a la expropiación de urgencia. El otro supuesto
sería el siguiente : la Administración resuelve realkar una obra para la que
ha de expropiar sin que factores de tiempo hayan determinado su resolu-
ción. En tal caso, se utilizan los procedimientos de expropiación norma-
les también : la Administración resuelve realizar una obra para la que
ha de expropiar, pero el factor tiempo, diez años, es constitutivo de di-
cha obra, puesto que su realización en plazo de once años no le intere-
saría. Aquí el factor tiempo es constitutivo del fin administrativo, pero
por ser compatible con los procedimientos normales no justificaría la
utilización de los procedimientos excepcionales de urgencia (12).

excepcionales. Así, el art. 143 de la Ley de Régimen Local señala que «la aprobación
de planes y proyectos de ensanche, reforma interior, extensión y saneamiento, y de
todas clases de obras y servicios municipales, implica la declaración de utilidad pú-
blica de las obras y la necesidad de ocupación de los terrenos y edificios que en ellos
se determinan, a los efectos de expropiación forzosa».

Este precepto es una típica norma administrativa dé rapidez, pero no de urpencia.
pues forma parle del, procedimiento expropiatorio normal de las Corporaciones locales.

En el procedimiento de urgencia local juegan los preceptos de la Ley de 1939.
El artículo 1-13 de la Ley de Régimen Local será, si se quiere, un precepto de dere-
cho especial en relación con el derecho común de 1879, pero es un precepto de de-
recho normal en relación con los preceptos excepcionales de urgencia.

Sobre la aplicación a la Administración de las teorías del derecho común, «spr-
cial, normal y ecepcional, véase nuestro trabajo Consecuencias de la concesión del
Deniclio administrativo como ordenamiento común y normal, en «Revista General
de Legislación y Jurisprudencia» noviembre 1952.

(12) En el texto hemos aludido a ejemplos de expropiación de urgencia, pero la
tesis mantenida es común a todas las figuras de urgencia; pertenece, pues, a la teoría
de la urgencia en el Derecho administrativo. Pocas veces aparece tan realzada en I09
textos positivos esta inadaptación por razón del tiempo del procedimiento normal al
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B) La quiebra de un principia administrativo normal y su sustitu-
ción por normas inspiradas en principios jurídico-administrativos excep-
cionales.

La razón de esta sustitución de normas y principios radica, según
quedó dicho, en la insuficiencia de unos y en la idoneidad de otra9.

Ahora bien : esta sustitución de un ordenamiento normal por otro ex-
cepcional (13) implica, por la específica naturaleza de este último, la
interpretación restrictiva de sus normas y la exclusión de la doctrina de
la analogía (14). El problema, sin embargo, planteado por algunos es
el de si las soluciones de urgencia que no pueden extenderse a casos ror-
males podrían extenderse a otros supuestos que además de ser excepcio-
nales fueran análogos. A ello ha podido añadirse que tal naturaleza ex-
cepcional no sería jurídica, puesto que el ordenamiento no la configu-
raba como tal, ya que a los efectos legales sólo puede hablarse de un

fin administrativo constituido precisamente por razones de tiempo, como en el apar-
tad" cuarto del artículo 57 de la Ley de 20 de diciembre de 1952, modificadora del
capítulo 5.° do la Ley de Administración y Contabilidad de 1.» de julio de 1911.
Se excluyen de la subasta y el concurso los contratos «de reconocida urgencia que,
por circunstancias imprevistas, demandaren un pronto servicio que no da lugar a los
trámites de la subasta o concurso».

í 131 Esta naturaleza excepcional de los preceptos de urgencia no e» sólo una con-
clusión teórica y doctrina] de nuestro trabajo, sino también la realidad de nuestro
ordenamiento administrativo positivo. Véase, a este respecto, artículo 21 de la Ley de
Obras Públicas de 13 de abril de 1877. Artículo 62 del Reglamento de la contratación
de obras y servicios de la Marina, aprobado por Decreto de \ de noviembre de 1904.
Artículo 10 de la Ley de 24 de noviembre de 1939. Art. 2!í de la Ley de epizootias
ili: 2(1 de diciembre de 1052. Apartado 2 del artículo' 58 de la Ley de 20 de diciembre
de 1952, modificadora del capítulo 5." de la Ley de Contabilidad y Administración.
Arts. 293 y 294. de Va .Ley de •.Régimen Local de 1950. Ari. 17 d-: ía Ley de requisa
de 29 de ¡unió de 1894.

(14) Sin embargo, es curioso observar cómo en determinados preceptos Je ur-
gencia se admite aparentemente la analogía. En este sentido, el art. 264-1 de la Ley
de Régimen Local autoriza a los Gobernadores civiles a adoptar, en casos urgentes,
medidas «para preservar la salud pública de epidemias, enfermedades contagiosas,
focos de infección y oíros riesgos ANÁLOGOS.

La imposibilidad de la aplicación de la analogía en la Ley de expropiación de ur-
gencia de 7 de octubre de 1939 viene resaltada en el art. 1.» al consignar que «el
procedimiento establecido en la presente Ley SOLAMENTE podrá aplicarse en las obras
cuya ejecución se declare urgente por Decreto aprobado en Consejo de Ministros».

Para la discutida posibilidad de extensión de las normas excepcionales en caso
de necesidad a otros supuestos también excepcionales y además análogos, confróntese
SANTI ROMANO, Siti decreti legge e lo stato d'assedio «Rivista di Diritto Pubblicoo. I.
1909, pág. 254. También, PERASSI, cit., págs. 287 y ss. FADDA Y BENSA, /Votas a la tra-
ducción italiana de Winscheid, tomo IV, pág. 38.
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carácter excepcional cuando la norma así lo consagra. A este respecto,
merece mención especial el juicio de FADDA Y BENSA, para quien debe
distinguirse en el derecho excepcional entre analogía e interpretación
extensiva. Si la analogía no debe admitirse en cuanto que implica la
extensión de la norma a un supuesto no previsto por el legislador, no
cabe la misma solución negativa en relación con la interpretación exten-
siva, ya que ésta no implica otra cosa que la aplicación de la norma a
un supuesto qué, aunque contenido en la ley, la letra de la misma opo-
nía cierta dificultad para incluirlo en el supuesto de hecho de la norma
excepcional, si bien, como señala PESCATORE, para extender tales princi-
pios es necesaria una convicción moral, una plena certidumbre en fa-
vor del sentido más lato de la locución ambigua e impropia deslizada
en la ley.

Nuestra jurisprudencia, en relación con una ley tan determinada por
razones de urgencia como la del 3 de septiembre de 1941, para la cons-
trucción de Santander, que admitía para los lugares siniestrados la apli-
cación de la Ley de expropiación de urgencia, estableció la siguiente
doctrina : «Es muy de tener en cuenta que la Ley especial sobre la re-
construcción de 3 de septiembre de 1941, dictada exclusivamente para
esta capital y por virtud de la cual se atenderá en lo procedente a la Ley
especial de expropiación forzosa para casos de urgencia de 7 de octubre
de 1939, constituye una excepción de las leyes generales sobre reforma
interior de poblaciones. Como excepcional que es, precisamente por el
extraordinario siniestro que destruyó 385 edificios de buena parte de la
ciudad, habrá de aplicarse a aquellas situaciones, a aquellas necesidades
para las que fue dictada y sólo pra ellas» (Sentencia de 5 de junio
de 1950). En virtud de tal doctrina, se confirmó Ja sentencia de la Au-
diencia, que declaró ineficaz el acuerdo municipal por el que se incluía
en la Ley de expropiación de urgencia un determinado edificio.

Esta sustitución de un principio jurídico normal por preceptos jurí-
dico-administrativos excepcionales, que hemos destacado como segunda
nota de la urgencia, viene confirmada en los más diversos supuestos del
Derecho positivo. Así la facultad de dictar leyes, que corresponde al
Jefe del Estado, normalmente con la colaboración de las Cortes, en ca-
sos de urgencia pasa a ser sustituida por la facultad excepcional de dic-
tar normas de carácter general con eficacia de ley formal, sin la colabo-
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ración de las Cortes (15). De Ja misma manera como el principio jurídico-
administrativo normal en la expropiación forzosa es el de que la ocupa-
ción es consecuencia de los cuatro períodos del expediente, en casos de
urgencia tal principio se sustituye por uno de carácter excepcional por
el cual la ocupación de la finca se lleva a cabo con anterioridad a los
períodos tercero y cuarto del procedimiento normal (16). En materia
de contratación del Estado, el principio jurídico-administrativo normal
es el de la celebración por subasta; sin embargo, en casos de urgencia
se aplica el principio excepcional de la contratación directa (17). Es
.principio normal administrativo que los Reglamentos generales dictados
en ejecución de las leyes se pongan en vigor tías el oportuno dictamen
del Consejo de Estado; sin embargo, en casos de urgencia se sustituye
por el principio excepcional según el cual pueden ponerse en vigor sin
dicho dictamen, con carácter provisional (18).

Ésta nota es general en nuestro ordenamiento administrativo, y se da
por ello no sólo en el ámbito de la Administración del Estado, sino tam-
bién en la esfera" de las Administraciones locales. Así, puede decirse que
es principio normal el de qwe la adopción de acuerdos para el ejercicio
de acciones y personación y ooosición en litigios es de la competencia
del Pleno en el Municipio y de la Diputación en la provincia: sin em-
bargo, por razones de urgencia, tal principio normal es sustituido por
otro excepcional que traspasa dicha competencia a la Comisión Perma-
nente en el Municipio y al Presidente en la provincia (19). Es princi-
pio normal de nuestro ordenamiento local el que sólo --e trataran en

i'ISt Articulo 1." de la I.ey de 17 de julio de 1942, en relación con el artículo 13
•fe la misma Ley reformada.

(16) Efectuada la ocupación de la* fincas, dice el art. 9.° de la Ley de 7 de octu-
bre de 1939, se tramitará el expediente de expropiación en sus períodos tercero y
cuarto, con arreglo a la legislación vigente.

(*17) «Loí contratos que para la ejecución de las obra? y servicios públicos que
se hayan de realizar por cuenta del Estado, dice el arl. 49 de la Ley de 20 de diciem-
bre de 1952, serán concertados mediante subasta pública, cualquiera que sea el origen
y procedencia de los fondos con que haya de ser sufragado su coste, excepto en los
casos específicamente relevados de esta forma de contratación.» El apartado 4.° del
artículo 57 de la citada Ley releva a «los de reconocida urgencia que por circunstan-
cias imprevistas demandaren un pronto servicio que no dé lugar a los trámites de la
subasta o concurso».

(18) Artículo 17, apartado 6.° de la Ley orgánica del Consejo de .Estado de 25 de
noviembre de 1944.

(19) Véase, en relación con la Provincia, art. 270, apartado c'\. y art. 268. aparta-
do m). En relación con el Municipio, art. 121, apartado ;), y art. 122, apartado i). L09
artículos citados son de la Ley de Régimen Local.
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las sesiones los asuntos señalados en el orden del día; sin embargo,
dicho principio, en casos de urgencia, se sustituye por otro excepcio-
nal que autoriza a tratar en las sesiones asuntos no señalados en di-
cha orden (20). Es principio normal el de que las Ordenanzas de exac-
ciones no entrarán en vigor hasta la aprobación de las mismas por el
Delegado de Hacienda. Pues bien : en casos de urgencia y cuando se ha
producido Ja negativa de aprobación "del Delegado, las Corporaciones
locales, al interponer el recurso coiitencioso-administrativo, pueden pe-
dir al Tribunal, con carácter previo, que declare la aplicación provisio-
nal de los preceptos discutidos (21).

C) La utilización de la urgencia supone por lo general un incremen-
to en las atribuciones de los órganos de la Administración paralelo a la
pérdida de garantía de los administrados.

En términos matemáticos, podríamos formular como una de las leyes-
de la urgencia la de que el aumento de facultades que con ella recibe
la Administración esté en proporción directa con la disminución de ga-
rantías que para los particulares implica.

Procede distinguir, en relación con lo anteriormente expuesto, entre
las diversas atribuciones que la urgencia atrae al ámbito de la Adminis-
tración. En ocasiones, esas atribuciones excepcionales no tienen ni ori-
gen ni naturaleza administrativa, sino que suponen mía traslación al ám-
bito de Jo administrativo de facultades, atribuciones o competencias que
por su origen, por su naturaleza y por sus efectos pertenecen a otro po-
der del Estado. La urgencia en tales casos lo que hace es introducir en
el ámbito de la función material del ejecutivo un cuerpo extraño. Es el
caso de los Decretos-leyes en los países de separación constitucional de
poderes. En otras ocasiones, la urgencia lo que determina es el incre-
mento de las atribuciones de Ja Administración mediante facultades o
poderes (pie, por su naturaleza y origen, son materialmente administra-
tivos, pero que exceden de las facultades y poderes que normaimenle le
corresponden. Es el caso en que se encuentran ciertas autoridades, admi-
nistrativas que en caso de urgencia pueden adoptar medidas de índole
administrativa que fuera de los casos de urgencia nunca podrían lega!-

(201 Artículo 293 de )¡i Ley de Régimen I,o<:al.
(21) Artículo 698 de la citada Ley.
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mente adoptar. Finalmente, conviene distinguir aquellos casos en los
que la urgencia no supone un incremento de posibilidades de actuar para
la Administración considerada en su conjunto, sino que trasladan com-
petencias o atribuciones administrativas de un órgano a otro. No se tra-
ta, pues, en tales supuestos, de incremento de atribuciones para la Ad-
ministración, sino de incremento de atribuciones para algunos de sus ór-
ganos que ve aumentada su competencia con la que originariamente per-
tenecía a otro órgano administrativo. Es el caso en el que las atribucio-
nes de un órgano de una persona administrativa pasan por razones de
urgencia a otro órgano de la misma persona.

Podríamos, pues, según lo dicho, decir que mientras e] primer su-
puesto afecta al principio de separación de poderes, en cuanto la ur-
gencia añade a la función administrativa algo peculiar de la función
legislativa, los otros dos supuestos no afectan para nada a la clásica tri-
partición. La diferencia entre los dos últimos consiste en que el segundo
supone un aumento de atribuciones de la Administración con las que no
contaba en épocas de normalidad, y el tercero no implica un aumento
de atribuciones para la Administración, pero sí para algunos de sus ór-
ganos.

Lo que interesa resaltar en función del administrado es que cualquie-
ra de los tres supuestos señalados implica para él una disminución de
garantías. ABÍ, en el primer supuesto, fácil es deducir cuál sea esa dis-
minución, entendiendo el principio de separación de poderes como guar-
dador de la libertad ciudadana en virtud de la doctrina de los fueros y
balanzas. En el segundo supuesto resulta también fácil el comprender la
disminución de garantías para el administrado, ya que la urgencia pone
en manos de la Administración medidas mucho más enérgicas que las
normales para garantizar la consecución y defensa de los fines administra-
tivos. Esta disminución de garantías es aún más palpable en los supues-
tos en que lds referidas medidas no están predeterminadas, sino que se
dejan a la discrecionalidad del administrador.

Más difícil puede aparecer la disminución de garantías para el admi-
nistrado en los casos correspondientes al supuesto tercero. El hecho de
que no implique este supuesto un aumento de las facultades de la Admi-
nistración así parece indicarlo. Sin embargo, una mirada más profunda
nos llevará a la conclusión contraria, ya que no debemos .olvidar que en
los casos que se agrupan en este apartado se da un aumento en la com-
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petencia de algún órgano administrativo que excepcionalmente atrae a
su órbita competencias que son propias de otro. Esla circunstancia no
es indiferente para el administrado, ya que la composición de los órga-
nos de los entes públicos varía y la competencia de los mismos se deter-
mina en función de su importancia y de su composición. El. carácter
representativo de ciertos órganos puede suponer para el administrado
una garantía que no tendría si los acuerdos que corresponden a su com-
petencia fueran o pudieran ser adoptados por otros órganos en los que
no se diera dicho carácter o se diera con menos intensidad. Que ello P3
así lo demuestra el hecho de que los actos administrativos viciados de
incompetencia relativa interna, en los casos en que no se da la urgencia,
son susceptibles de recurso por exceso de poder (22).

Sin embargo, podemos decir que las instituciones de urgencia tienden
a compensar en cierto modo la pérdida de garantía que a los ciudadanos
puede suponer su utilización. Esta tendencia es observable en mayor
o rntínór grado en cada uno de los grupos que anteriormente hemos dis-
tinguido. Con todo, puede añadirse que no siempre se da esa compen-
sación y que cuando se concede no siempre produce la necesaria satis-
facción y garantía para el administrado. Es lástima que esto ocurra,
puesto que una debida normación de las instituciones de urgencia debe
siempre procurar no sólo la debida garantía del interés público, sino
también la de los administrados, no sólo durante la aplicación de dichas
normas, sino también cuando la urgencia haya cesado. Ello se consigue
mediante la posibilidad de revisar lo actuado en unos casos y en otros
mediante la compensación de los daños que la urgencia haya podido
producir.

Veamos cómo puede jugar esta garantía en cada uno de los grupos de
urgencia que anteriormente establecimos. En relación con el primero,
esto es, aquellos casos en que la urgencia implica la traslación al campo

(22' En nuestro Derecho positivo, pueden citarse, como prototipo de este supues-
to, los ya mencionados artículos 268 y 122 de lu Ley de Régimen Local. En relación
con el Municipio, por ejemplo, se determina que corresponderán al Ayuntamiento
los acuerdos relativos al ejercicio de acciones judiciales y administrativas, a la de-
fensa en los procedimientos incoados contra el Ayuntamiento y a la interposición de
recursos. IVo obstante cito, el apartado £) del art. 122 establece que pertenecen a la
competencia de la Comisión permanente «el ejercicio de acciones y la adopción de
acuerdos para per.-onar-e y oponerse en asuntos litigiosos, y para entablar toda clase
de recursos en asuntos civiles, criminales, administrativos y contencioso-administra-
rivos. todo ello en caso de USCENCIA y dando cuenta al Pleno en su primera reunión,
¡'.ira la resolución definitiva».
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de la Administración de funciones propias de otro poder del Estado, la me-
jor garantía para el ciudadano está en la posibilidad de que el órgano que
perdió su atribución en favor de la Administración apruebe, y en su caso
haga suya, la actividad que la Administración llevó a cabo. En caso con-
trario, la actividad que la Administración produjo podría ser modifica-
da o desaprobada (23). Nos referimos, claro es, a los países que admi-
tan el principio de la división de poderes en su sentido clásico constitu-
cional, en los que la referida desaprobación plantearía el interesante pro-
blema de los efectos ex tune o ex nunc de la desaprobación parlamenta-
ria y la de ja posibilidad de admitir para el control legislativo la figura
del silencio positivo o negativo parlamentario.

En relación con el segundo grupo establecido, eslo es, con aquellos
casos en que la urgencia produce un incremento en las atribuciones nor-
males de la Administración, también debe conseguirse para el ciudada-
no una compensación por Ja pérdida de garantías que la utilización de
la urgencia produce (24). Siu embargo, y para precisar con más exac-
titud, la compensación que al administrado es debida en este grupo de
instituciones de urgencia operará no por la pérdida de garantía que ta-
les medidas de urgencia implican, sino por el daño especial que dicha
pérdida de garantías pueda producir. En otras palabras, cuando a un
Gobernador civil se Je incrementan sus posibilidades de actuación cx-
cepcionaltnente en determinados casos de urgencia, las garantías del

(23) Véanse los problema» que planten la aprobación por las ("amaras de los
Decretos-leyes de urgencia en MAZZACCOI.O, La fncoltá nurmutivii del patere esecutivn.
i>n «Rivista di Diritto Pnbblico», 1926. pág. 330. También, KANII.I KTI, UI poste.aU'i
Ipgislativa del governo. id. id., págs. 175 y ss.

Con relación a España, este problema no se da en el Derecho positivo, en virtud
de la modificación producida en el art. 13 de la Ley de Cortes por la Ley de 9 de
marzo de 1946, ya que la remisión que el Gobierno hace a las Cortes del Decreto-ley
no es más que a efectos de estudio, pero no a efectos de su elevación a Ley, como
señalaba la redacción originaria del art. 13 de la Ley de Cortes. Esta modificación
ha sido criticada, entre nosotros, por GÓMEZ ACEDO, con las siguiente? palabras:
«Cierto es que el Gobierno ha usado hasta el presente de sus facultades de emanar
Decretos-leyes moderadamente y sin incurrir en arbitrariedades o abusos de poder:
pero no es menos cierto el peligro de abuso que entraña en el terreno de los princi-
pios la supresión de cualesquiera medios de fiscalización del poder legislativo, o, en
el caso particular de España, de la opinión pública, materializada tw las Cortes espa-
ñolas, sobre el ejercicio excepcional de funciones legislativas por el Gobierno.»
Loe. cit., pág. 122.

(24) Véanse las especificas obligaciones extraordinarias do !í>s ciudadanos en ca-
sos de urgencia, en BORSI. La colloborazioiie cívica obligatoria, in circostanze d'urgen-
za, Bolonia, 1929.
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idminisfrado se debilitan con ocasión del ejercicio de las misma?; sin
embargo, la compensación no será debida hasta que se produzca un
laño especial como consecuencia del ejercicio de tales atribuciones, que
suponen en sí una disminución de garantías (25). Finalmente, y en re-
lación coa el tercer grupo de figuras de urgencia, es decir, aquellos en
los que la urgencia no supone un aumento de las atribuciones do la Ad-
ministración, .sino solamente el traspaso de competencias de un órgano
i otro, también se hace deseable el arbitrar una compensación de ga-
rantías para el administrado por la pérdida de las mismas <r»e tal tras-
paso de atribuciones implica.

Al igual que en el primer supuesto, en el que con las diferencias ya
reseñadas se daba también una traslación de atribuciones, dijimos, que
la mayor garantía para los administrados radicaba en la posterior a pro
baejón, por el órgano que perdió »us atribuciones, de las actividades que
desarrolló el órgano que vio aumentadas sus competencias, hemos de
decir ahora también que la mejor garantía con la que cuenta el admi-
nistrado en estos supuestos que integran este tercer grupo de figura-
de urgencia es la del control n postoriori que el órgano al que originaria

(25) La Ley <le epizootias establece en su articulado (jue serán objeto lie. medi-
da* sanitarias radicales y URGK.NTF.S con sacrificio obligatorio de los anímala con de-
terminadas enfermedades. Se faculta al Ministerio de Agricultura a proceder a la in-
tervención e incautación de anímale», locales, instalaciones >• servicios de aquellos
establecimientos que sean necesario* para elaborar con carácter de URGENCIA, y en
la cantidad necesaria, productos destinados a prevenir o combatir algunas de las
epizootias señaladas en esta Ley que se presenten ron carácter de excepcional gra-
vedad. Arts. 9 y 25.

En relación con la indemnización por los sacrificios de animales que en caso*
urgentes puede decretarse, establece el art. 23 que, sin perjuicio de la aplicación de
los créditos de que disponga el Ministerio de Agricultura en los Presupuestos genera
les del Estado con destino a la ludia contra las epizootia?, los gastos que ocasionen
las indemnizaciones por sacrificio de animales serán cubiertos con créditos de) Es-
tado, reembolsares por Jos propios ganaderos mediante un canon de Higiene Pe-
cuaria establecido para cada caso por el Consejo de Ministros, a propuesta del Minis-
terio de Agricultura, a

Un caso típico de indemnización por daños producidos por medidas excepciona-
les es el regulado en la Ley de expropiación de urgencia de 1939. Sus artículos o>
y 7.° establecen que «el mismo perito debe proponer la cuantía de la indemnización
por los perjuicios derivados de la rapidez de la ocupación, tales como indemnización
de mudanza, importe de cosechas pendientes y otras í&ualmente justificadas, y la*
prs.onas a quienes deban satisfacerse. Sumadas todas las indemnizaciones de esta clase
correspondientes a cada finca, no podrán exceder del importo de la renta de un año.
Se exceptúan las indemnizaciones que estén reguladas por leyes especiales. Aproba-
das por la Administración las indemnizaciones por urgente ocupación, se abonarán
o depositarán inmediatamente. Contra la cuantía de estas indemnizaciones no cabe
recurso alpnno».
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y normalmente pertenece Ja competencia, debe realizar sobre la activi-
dad desarrollada por el órgano que actuó en el caso de urgencia. Cierta-
mente que en tales casos el administrado tiene en sus manos otras ga-
rantías, como los recursos que procedan contra el contenido del acto lle-
vado a cabo por razones de urgencia cuando tal acto fue ilegal, pero esas
garantías son las normales que se tienen siempre y que, por tanto, no
son específicas de los casos de urgencia, mientras que, por el contrario,
la por nosotros señalada, que no excluye, claro es, a las normales, es
una garantía específica de determinada clase de figuras de urgencia (26).
Esta situación especial en que se encuentra el acto pendiente de rati-
ficación es causa de diversos problemas, entre ellos el de la posibilidad
de recurrir contra estos actos provisionales, pero ejecutivos, el del ór-
gano administrativo de interposición del recurso, por ejemplo, en los
casos de reposición; el de la adecuada regulación del control del órgano
superior para evitar un exagerado plazo de provisioualidad en el acto
acordado por el órgano de competencia ocasional que iría en contra de
la estabilidad de las situaciones nacidas de aquel acto; el de los efectos
ex tune o ex nunct de la desaprobación del acuerdo del órgano de com-
petencia ocasional; el de la posibilidad para el administrado de invocar
derechos adquiridos por el acuerdo del órgano de competencia ocasio-
nal ante Ja desaprobación posterior de otro órgano; el de la determina-
ción de si la desaprobación por el órgano superior del acuerdo del ór-
gano inferior, cuando se trate de ejercicio de acciones judiciales, implica
el desistimiento; etc.,.etc. (27).

f26) Al distinguir VILLAR PALASÍ entre ratificación y confirmación, de-laca cómo
i-ii ciertos caso? de urgencia se da la figura de la ratificación. Con la ratificación «se
designan las actividades desarrolladas por órganos que tienen competencia general
respecto a una materia dada «obre procedimientos adoptados por otros órganos provis-
tos de competencia temporal u ocasional, cuyo ejercicio consiente en presencia de
particulares- condiciones de urgencia, para evitar perjuicios a la Administración, ha-
ciendo posible una celeridad en la decisión que no consentiría el lento funciona-
miento de los órganos ordinarios». La doctrina del arlo confirmatorio, en REVISTA DE
ADMINISTRACIÓN PÚBUCA, núm. 8, págs. 32 y 33.

(27) De la diferente redacción de los artículos 122, í) y 268, mi, de la Ley de Ré-
gimen Local, confirmados por el art. 168. apartado 28, del Reglamento de organiza-
ción y funcionamiento, tal vez pudiera llegarse a la duda de si la Diputación no po-
dría ratificar ni desaprobar el acuerdo del Presidente, adoptado en casos de urgencia,
mientras que el Ayuntamiento sí podría desaprobar lo? de la Comisión permanente.
Así, la Comisión permanente dará «cuenta al Pleno, en su primera reunión, para la
resolución definitiva», mientras que el Presidente dará «cuenta a la Diputación en
su primera sesión». Se observa la omisión, que no figura en los casos del Ayunta-
miento, «para resolución definitiva». De interpretar esta omisión en el sentido de
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Creemos que la mejor garantía, además de las normales que contra
los actos de urgencia tiene el administrado, no es otra sino la exigencia
de la motivación de Jos actos administrativos de urgencia. Dicha motiva-
ción, en la que la Administración ha de poner de relieve la razón de
acudir a los procedimientos excepcionales, da pie para una revisión que
en los países de justicia administrativa progresiva podría ser la desvia-
ción de poder, en la que se sometiera a control no ya el contenido del
acto de urgencia, sino la razón a causa del acto niisnío. Una jurisdicción
independiente podría revisar de esta manera, -sobre la base de tal moti-
vación, si había sido una auténtica urgencia, u otras razones más o me-
nos inconfesables, la que había puesto en movimiento las atribuciones
excepcionales que sólo la urgencia legitima (28).

3." LA URGENCIA EN FAVOR DEL ADMINISTRADO.

Hemos construido romo nota característica de la urgencia la de que
su utilización supone un aumento en las posibilidades de actuación de
la Administración y una disminución de garantías para el administrado.

<|uc la Diputación no puede modificar los acuerdos del Presidente en casos de ur-
gencia, habría que llegar a la conclusión de que, con las debidas distancias, el papel
ríe la Diputación en relación a su Presidente en los casos de urgencia «ería igual al
de nuestra? Cortes en relación con el Gobierno en los casos de Decretos-leyes. BARROS.
sin matizar la diferencia de redacción señalada, estima que la Diputación podrá rati-
ficar o rectificar el acuerdo del Presidente. En relación con el Municipio, cree desacer-
tado el criterio legal, y según su opinión, el acuerdo de la Comisión permanente
debería ser definitivo y no sujeto a revisión del Pleno. Derecho local de España, Ma-
drid, 1951, págs. 134 y 244. Vid. LEOPOLDO DB URQUÍA, Asuntos de urgencia en las
sesiones, «RevisUi de Estudios de la Vida Local». 1942, pág. 77. La doctrina italiana
ha estudiado, en relación con la Administración local, los casos de traslación de atri-
buciones por aiolivos de urgencia. Vid. ZANOBJNI, L'Amministrazione lócale. Pado-
va, 1936. SOLMI. Le deliberazioni d'urgenza nelhi vigente legge comunule e provin-
rit/e. «Rivista di Diritto Pubblico». 1919, pág. 222. BONAUDI, fíe.i provedimenli d'iu-
\ienza del sindico. Torino, 1920. PKRASSI. Necesita e stato di necesita, cil.. pá<?s. 290,
291 y 292. M>RR*C.IXO. Ln ratifica in Consiglicri d>i Coinune Prov., C. O. P.. 1904,
pagina 82.

(281 Señala ROKHKSSKN que la necesidad de la motivación de los aclo» adminis-
trativos se acentúa a medida que la voluntad de la Administración se hace más im-
precisa, lo que suele ocurrir en los casos del ejercicio de la p<»tesíad discrecional.
íVoíe aulla motivnzione dttgli ntti amministrativi. «Rivista di Dirrito Puhblicon, 1941.
púptna 136.

MARTÍNEZ USKROS ha criticado la tc.-i.- de HENRI WALTI.R. para quien la obligación
de motivar -upone re.-trinsir la libertad de decisión. Le controle ¡uridiciionnel de ln
moralité administrative, 1929, pág. 123. En MARTÍNEZ USEROS. LOS requisitos de formo
de los actos administrnth'os. Murcia, 1950. pág. 22. en nota.
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Que ello es así en el momento actual, lo demuestra el somero examen
de los distintos ordenamientos administrativos; sin embargo, la realidad
muestra casos en los que la urgencia implica un aumento en las posibi-
lidades del administrado e incluso del poder judicial en defensa de la
propia Administración (29). Estos ejemplos, en especial los que impli-
can un aumento de facultades o al menos de facilidades para el adminis-
trado, que la realidad se encarga de demostrar que son muy escasos, de-
berían multiplicarse hasta llegar a permitir la construcción sobre el de-
recho positivo de una teoría de la urgencia en pro del administrado, ya
que, si bien es cierto que la Administración clioca a veces en la consecu-
ción de sus intereses públicos con los procedimientos normales del De-
recho administrativo, lo que justifica sobradamente la existencia de figu-
ras de urgencia en su favor, no es menos cierto que también los admi-
nistrados muchas veces no pueden realizar sus intereses porque chocan
por razón del tiempo con la marcha legal ile los procedimientos norma-
les de la Administración. No podemos por ello negar el fundamento para
la existencia de una teoría de la urgencia en el Derecho administrativo
en favor del particular. Esta teoría habría de construirse sobre el si-
guiente principio fundamental : siempre que el administrado persiguie-
ra un fin lícito y legal cuya consecución estuviera condicionada por una
actuación administrativa previa (pie, de producirse por los trámites nor-
males, hiciera imposible por razón de) tiempo la finalidad del particular,
la Administración, si sus intereses no quedaban perjudicados efectiva-
mente, podría arbitrar un medio que hiciera compatible su previa actua-
ción en el tiempo con la consecución de la finalidad lícita del adminis-
trado.

No se nos ocultan los serios peligros que una doctrina como la ante-
riormente expuesta encierra si sus consecuencias positivas no están de-
bidamente inaduradas, pero lo que no se puede negar es el legítimo fun-
damento en que. se basa. No« referimos en ella a aquellos supuestos en
que <"1 procedimiento legal es incompatible por razón del tiempo con la
finalidr.l del administrado. Escapan, por tanto, de ella aquellos, casos
en que los trámites administrativos son compatibles con dicha? finnlida-

(29i Vid. artículo 1 al <1.- lu !.<•> de 21 «Ir noviembre de 1939 > artículo <W« <lc la
Ley de Régimen Local. La Orden del Ministerio de Educación Nacional di: 31 de octu-
bre de 1952 establece la» siguiente* lasa* relativa.» a la legalización de firmas: Se de-
vengarán 25 ptus., salvo las de urgencia, que devengarán 50 pía?.

44



ENSAYO DE UNA TEORÍA DE LA URGENCIA EN El. DERKCHO ADMINISTRATIVO

des, pero por desidia de los órganos o funcionarios de Ja propia Admi'
nistración se alargan, incluso en contra de los preceptos legales, hacién-
dolos este alargamiento incompatibles con aquéllos. En tales supuestos,
el administrado tendrá siempre en sus manos los medios, más o menos
idóneos, según los distintos ordenamientos positivos, para exigir las res-
ponsabilidades procedentes. La base de distinción entre uno y otro su-
puesto es que mientras en el primero los plazos de la tramitación legal
están en contradicción con los intereses de los administrados, por razo-
nes de tiempo, en el segundo no existe legalmente dicha incompatibili-
dad, ya que la no consecución en su tiempo de los intereses del particu-
lar es debida precisamente a una tramitación ilegal.

4 . " I J R G K N C I A Y DISCRE'CIONM.IDA-D.

La urgencia ha sido frecuente entroncarla con la discrecionalidad,
para de esta manera excluirla de todo posible control jurisdiccional. En
este sentido merece destacarse la doctrina de la sentencia de 31 de di-
cimbre de 1949, en relación con la declaración de urgencia de una expro-
piación forzosa : «Considerando que DO impugnan los demandantes la
legalidad del acuerdo de la ocupación adoptada por Decreto que aprobó
el Consejo de Ministros, a tenor del artículo 1.° de la Ley de 7 de octu-
bre de 1939, ya que dicho acuerdo no es susceptible de recurso conten-
eioso-administrativo, como no es la concesión del beneficio de expropia-
ción por su carácter discrecional.»

La introducción de la urgencia en la potestad discrecional adminis-
trativa viene todavía a reforzar más las facultades de Ja Administración
al utilizar los procedimientos excepcionales de urgencia, ya que, como
liemos visto, caracteriza a dichos procedimientos excepcionales la dismi-
nución de las garantías de los administrados en beneficio dt la Adminis-
tración; pero es que ahora, al predicarse" el carácter discrecional de la
urgencia, todavía se disminuyen más dichas garantías, puesto que los
administrados no podrán recurrir la causa de la utilización de dichos
procedimientos de carácter excepcional.

Se quiere ver de esta manera que la urgencia queda introducida en
ese ámbito del libre arbitrio del administrador que es insondable e in-
compatible con el ámbito de la jurisdicción contencioso-adminlstrativa.

45



MANUEL FKANClSrO ri.AVF.RO ARÉVAl.lt

Se predica, pues, de esta forma que el apreciar cuándo existe urgencia
en la actividad de la Administración es aigo que pertenece al ámbito de
la oportunidad y de la conveniencia y cuyo control ro puede hacerse
nunca con los criterios jurídicos y legales propios del poder judicial.
La apreciación de cuándo es una obra urgente o no lo es, la apreciación de
cuándo el Gobierno se encuentra en un caso de urgencia, la matización
de la urgencia para poner en vigor un Reglamento provisionalmente, y
tantos otros casos más. ponen de relieve hasta qué punto tales aprecia-
ciones entran de lleno en ese campo de libre actuación administrativa
autorizada por la ley que se ha dado en llamar potestad discrecional de
la Administración. La apreciación de la urgencia escaparía, pues, según
esta concepción, a todo control jurisdiccional. Al llegar a este punto cree-
mos oportuno hacer una diferenciación que tiene en esta materia una
cierta trascendencia. En orden a la naturaleza discrecional de las insti-
tuciones o procedimientos de urgencia, debe distinguirse entre la causa
de su utilización, apreciación de la urgencia y el contenido y caracteres
de las medidas y facultades de urgencia. En relación con la primera, ya
hemos expuesto anteriormente las razones que podrían aducirse para en-
cuadrarla en la potestad discrecional. En relación con las segundas, cree-
mos que sería inadmisible predicar en general el carácter discrecional
de las mismas. También aquí se impone una subdistinción. Por razones
de urgencia, la Administración puede llevar a cabo una actividad excep-
cional autorizada, pero no concretada por el Derecho. En este caso, el
contenido de las instituciones de urgencia sería discrecional. El otro su-
puesto sería : por razones de urgencia, Ja Administración puede llevar
a cabo una actividad excepcional, autorizada, concretada y especificada
por el propio ordenamiento. En este caso, el contenido de la institución
de urgencia es reglado.

Claramente se deduce, pues, de la anterior subdistinción que, mien-
tras el contenido de las figuras de urgencia contenidas en el primer subgru-
po no serían susceptibles de recurso contencioso, a no ser que desbor-
daran los límites de discrecionalidad, las figuras de urgencia que figuran
en el segundo subgrupo sí serían susceptibles de dicho recurso en cuanto
a su contenido reglado (30).

(30) La ya tíiadu sentencia de 31 de diciembre de 1919 señaló dicha posibilidad
de recurrir contra el contenido de las actividades de urgencia, uun cuando la causa,
declaración de urgencia, -no fuese recurrible. «Considerando que no impugnan los

46



DE UVA TEORÍA DE LA URCENCIA EN EL 1URF.CHO ADMINISTRATIVO

En el ordenamiento positivo, la causa y el contenido de las institu-
ciones de urgencia no siempre aparecen separados cronológicamente. En
ocasiones, para llevar a cabo la realización del contenido de las institu-
ciones de urgencia, se hace necesario que previamente se haya declarado
para dicho caso concreto la razón de la urgencia. Aquí la causa supone
administrativamente una actividad distinta y anterior en el tiempo a la
actividad posterior de dar ejecución al contenido de los procedimientos
de urgencia. Esta diversa actividad viere incluso reflejada orgánicamente
en cuanto que la declaración de urgencia la hace un órgano y la ejecu-
ción del contenido de la institución de urgencia olio órgano distinto. La
declaración de urgencia, la causa, viene, pues, a convertirse en un su-
puesto de hecho de la norma cuyo contenido configura a la institución
de urgencia. El más típico caso es la expropiación de urgencia de la
Ley de 7 de octubre ríe 1939.

Por el contrario, en otras ocasiones, causa y contenido aparecen cro-
nológicamente en el mismo acto. Así, en los Decretos-leyes la urgencia
se justifica en el mismo acto en el que se verifica el contenido de la ins-
titución. La causa de los Decretos-leyes es la urgencia; el contenido de
la institución es el dictar el Gobierno normas con fuerza de ley formal.
En este supuesto, no resulta necesaria aquella diversidad de actividades
que en el caso anterior reseñábamos. Aquí no es necesaria una declara-
ción previa de urgencia, sino que en el mismo acto, y por el mismo ór-
gano, se justifica la urgencia y se realiza el contenido de la institución.
Aquí la declaración de urgencia ni supone un aclo previo ni tampoco un
órgano distinto al que lleva a cabo el contenido de la institución. Este
carácter simultáneo que se aprecia en ocasiones entre causa y contenido
de las instituciones dé urgencia tiene excepcional importancia en orden
a la posibilidad de recurso contencioso en aquellos casos en que proceda
cuando sea reglado el contenido de la institución de urgencia. Habida
cuenta de que la causa de declaración de urgencia se estima generalmen-

demandanie? la legalidad del acuerdo de la ocupación adoptado por Derroto que
aprobó el Consejo de Ministros, a tenor del artículo 1." de la I.«y de 7 de octubre
de 1939, ya que dicho acuerdo no es susceptible de recurso contencioi-o-administrativo,
como no lo es la concesión del beneficio de expropiación por su carácter discrecio-
nal, según el artículo 46 del Reglamento de 8 de septiembre del mismo año, sino qui-
la acción contenciosa va dirigida contra la forma en que se llevó a cabo la ocupación,
calificándose aquélla en la demanda de irregular e ilegal por el sitio en que las actas
se levantaron .»
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te que es discrecional, y en estos casos aparece simultáneamente en el
acto de urgencia cuyo contenido es reglado, habrá de tener buen cuida-
do el recurrente de poner de relieve que lo que se recurre lio es el acto
en su causa, sino el acto en cuanto a su contenido reglado. En otras pa-
labras, que no se recurre el que se dé o no la urgencia, sino la posible
violación jurídica en cuanto el contenido del acto venia predeterminado
por el Derecho.

Hasta aquí hemos aludido en este apartado al carácter discrecional
que se predica como característico de la urgencia.

Hemos diferenciado en las figuras de urgencia entre la causa, decla-
ración de urgencia y el contenido .señalando la posibilidad de que la
naturaleza de éste sea reglada o discrecional. Finalmente, hemos hecho
referencia al carácter sucesivo o simultáneo con que se presentan crono-
lógicamente la causa y el contenido en los procedimientos de urgencia.
Realizada esta labor. Vamos a centrar nuestra atención ahora t.obre la na-
turaleza de la causa de las instituciones : la declaración o apreciación
de Ja urgencia. En relación con ella, recordamos, comu cu el apartado
anterior de este trabajo hemos señalado, la conveniencia de la motiva-
ción de la declaración o apreciación de la urgencia. Recordamos también
cuanto hemos dicho en este mismo apartado al exponer el generalmente
aceptado carácter discrecional de tales apreciaciones, que lo haría in-
vulnerable a la justicia administrativa.

Pocas veces tiene tanta plenitud el aserto generalmente admitido de
que todo acto administrativo es en parte reglado y en parle discrecional,
o de que ningún acto administrativo es plenamente reglado ni absoluta-
mente discrecional, como en el caso de la apieciación de la urgencia, que
es Ja causa de todos estos procedimientos o instituciones excepcionales.
En efecto, tal apreciación implica un doble juicio : por una parte, la exis-
tencia de una finalidad administrativa determinada por el tiempo, y j>or
otra, la insuficiencia de los procedimientos normales para darle cumpli-
miento. En relación con el primer juicio contenido en la apreciación de
la urgencia, puede admitirse su carácter discrecional en cuanto que se-
ría improcedente que los Tribunales controlaran si la finalidad era o no
conveniente u oportuna. Siempre, claro es, que fuera propia de la com-
petencia del ente público. Puede admitirse, aun con cierta re.-.eiva, que
la apreciación del fin en función del tiempo pciUnrce también a la po-
testad discrecional. O. lo «pie es lo mismo, que la apreciación de cómo
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el tiempo condicionaba la finalidad administrativa habría de incluirse
en la referida potestad discrecional.

Sin embargo, creemos que no puede afirmarse categóricamente el ca-
rácter discrecional del segundo juicio contenido en la declaración de ur-
gencia, esto es, que los procedimientos normales no eran idóneos para
la consecución de la finalidad administrativa.

Admitida la conveniencia de la finalidad de la Administración y mo-
tivado el que dicha finalidad estaba determinada en razón de unas cir-
cunstancias temporales, y admitida la naturaleza discrecional de ambas
determinaciones, lo que no puede admitirse es el carácter plenamente
discrecional de la apreciación referente a la falta de idoneidad de los
procedimientos jurídico-administrativos normales para la consecución de
dicha finalidad en el tiempo señalado. Que ello es así lo demuestra el
hecho de que los procedimientos normales tienen sus plazos, y de que
es a la Administración a quien corresponde darle cumplimiento. El de-
terminar cuándo dichos plazos son incompatibles con la finalidad admi-
nistrativa señalada en el tiempo, o cuándo, por el contrario, son compa-
tibles, no es una apreciación discrecional, sino determinada por el or-
denamiento positivo. Sin embargo, hay casos en los que la idoneidad
de los procedimientos normales viene también condicionada por apre-
ciaciones discrecionales. Así, por ejemplo, si se quiere realizar una obra
pública para una determinada fecha que es constitutiva de la realiza-
ción de la obra, y se necesita expropiar, puede ocurrir que el procedi-
miento expropiatorio normal acabara antes de la citada fecha, pero que,
sin embargo, el plazo que mediaba enlre dicha terminación y la fecha
señalada no fuera lo suficientemente amplio para llevar a cabo la obra
a realizar. Se observa claramente que en esto caso la apreciación de la
compatibilidad de los procedimientos normales con la finalidad adhii-
nistrativa depende también de un factor discrecional, cual es la deter-
minación de que la obra a realizar pudiera hacerse en un plazo mayor
o menor.

Se deduce de todo ello que no puede atribuirse pleno carácter dis-
crecional a la totalidad de los elementos que integran la apreciación de
la urgencia y que por ello no puede excluírseles sin más de la jurisdic-
ción eontencioso-administrativa. Precisamente por ello hemos señalado
la necesidad de motivar las apreciaciones de urgencia, motivación que
ha de contener dos aspectos : uno, la enunciación de cómo la finalidad
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administrativa se -condiciona en razón de un determinado tiempo; el
otro, la motivación de cómo el instrumento administrativo normal es
incompatible con la consecución del fin en el tiempo señalado. Este se-
gundo elemento puede ser y es en infinidad de ocasiones reglado, y ha-
bida cuenta de que ,1a relevancia jurídica de la urgencia consiste preci-
samente en la sustitución de un procedimiento normal por otro excep-
cional, la apreciación de cuándo el procedimiento normal, por razóii
de tiempo, es incompatible con la finalidad propuesta se constituye en
el elemento más fundamental contenido en la declaracióu de' urgencia.
La motivación del mismo facilitará a los Tribunales el juicio de la lega-
lidad de la declaración de urgencia (31).

Nuestro pensamiento es que no puede, en términos generales, pie-
dicarse ni el pleno carácter discrecional de la- urgencia ni tampoco su
pleno carácter reglado. La apreciación de dicho carácter dependerá de
las circunstancias de cada caso, y por ello no es compatible la tesis de
la ii'.' admisibilidad de los, recursos interpuestos contra las declaraciones
de urgencia, por el mero hecho de ser declaraciones de urgencia (32).

5.° URGENCIA y ESTADO DE NECESIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN.

Una de las distinciones que en la materia de nuestro trabajo es dií
indiscutible importancia es la que se puede establecer entre la urgencia
y el estado de necesidad de la Administración. La matización de ambos
conceptos no es sólo una disquisición teórica, sino que también produce
efectos jurídicos prácticos. En primer lugar, puede afirmarse que entre

(31) Aun admitiendo que se tratara de un acto puramente discrecional la aprecia-
ción de urgencia, todavía quedaría abierta en lo? países de justicia administrativa pro-
gresiva la posibilidad de impugnación jurisdiccional por desviación de poder. La mo-
tivación de dicha declaración de urgencia seria siempre una base TÍO despreciable para
el ejercicio de tal control jurisdiccional. No es solamente la desviación de poder el
único vicio de legitimidad que puede afectar a los actos discrecionales. Señala MAR-
TÍNEZ USEROS cómo el abuso del derecho puede darse también en la potestad discrecio-
nal de la Administración. La doctrina del abuso del derecho y el orden jurídico-
administrativo, 1947, pág. 108.

(32) Véase un estudio sobre las dificultades del examen jurisdiccional de la de-
claración de urgencia- en los Decretos-leyes en BRUNELLI. / Decreti-Legge ed il potere
giudiziario. En especial, el apartado I, Criteri poVtici della necessita de wgenxa, en
«Rivista di Diritto Pubblico», 1925, 1, píps. 219, 220 y 221.

Sobre la posibilidad de recurso por vicio de legitimidad contra lis medidas de ur-
gencia, DOMENICO SOLARI, / provedimenti urgenli del Sindaco e la competenza dell'au-
torito giudiziaria, «Rivista di Diritto Pubblico», 1917, págs. 151 y ES.
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ambos conceptos existe una diferencia de intensidad en cuanto que Ja
urgencia no reviste esta situación angustiosa que caracteriza al estado
de necesidad. La urgencia supone un estado excepcional, de la misma
manera que lo supone el estado de necesidad; pero éste se suele pre-
sentar con la característica de que sin una actuación inminente el interés
que se persigue no podrá nunca conseguirse. Dentro, pues, del carácter
excepcional que ambos conceptos implican, podría decirse que la ur-
gencia es más usual y más normal en la Administración que el estado de
necesidad. La urgencia nunca suele presentarse en forma de inminencia,
mientras que el estado de necesidad de Ja Admirriíi ración rara vez se pre-
senta desposeído de esta característica (33).

Esta nota de intensidad, traducida en las características de improrro-
gabilidad e inminencia que suelen acompañar al estado de necesidad
de la Administración, se traducen, a su vez, jurídicamente en la posibi-
lidad de actuación administrativa en condiciones mucho más enérgicas
y rigurosas que las que caracterizan a las actuaciones administrativas
en los casos de urgencia. La diferenciación jurídica furdamental entre
urgencia y estado de necesidad en el campo de la Administración se
opera, a mi juicio, en la siguiente nota : la urgencia implica la sustitu-
ción de un procedimiento legal por olro que también lo es; el estado
de necesidad, por el contrario, supone una actuación contraria al dere-
cho positivo. La actividad administrativa en los casos de urgencia di«-

i,33) Para PERASSI. la urgencia comprende al estado de necesidad, pero es un con-
cepto más amplio (jue aquél. En ¡S'ecessirá e stato di necessitñ, cit., pág. 290, en nota.
El sentido de la improrrogahilidad como característica del estado de necesidad, en
página 271.

*1 tema del estado de necesidad en el Derecho público ha sido objeto de estudio
por la doctrina. JÉZE, L'executive en temps de guerre. «Rcvue de Droit Public», 1917.
país. 5 s?. TRAVERSA, LO siato di necessüa nel diritto pubblico moderno, ISapoli, 1916.
DEGU OCCHI, LO stato di necessita nel diritto pubblico e le ordinanze d'urgcnza.
Milano, 1919. SAXTI ROMANO, L'instiuraziane di fallo di un ordlnamento constitazio-
nale e le sua ¡egittimazione. «Archivio Giuridico», 1902. pág. 57. WOLTZENDORFF,
Stautsnotrechl Eine verwaltungrechtlxhe fietrachtung im Anchluss an die preussischc
Rechlsabung. «Archiv des Offentlichen Rechts», 1911, págs. 220 a 256. MAYER, L?hr-
buch des Staatsrechts, Leipzig, 1905. BIELSA, El estado de necesidad con particular
referencia al Derecho Constitucional y al Derecho Administrativo, Rosario, 1940. JANE
P¿RRY CLAK, La necesidad urgente en el Derecho. «Political Science Anarterly»,
Nueva York, 1934, junio. LOMBARDO-PELLECRINO, II diritto di necessita nel constituzio-
narismo giuridico. «Archivio di Diritto Puhblico», 1903, II, páns. 3 y ss. BORSI, Rag-
gione di guerra e stato di necessita del diritto internazionále, «Rivista di Diritto ínter-
nazionale», 19l6. HOLD FFRNEK, Der Begrifj der Rechtswidrigkeit, Jena, 1903, pági-
nas 324 y ss. KAUFMANN, Das Wessen des Volkerrechts Tubiugen, 1911. pá?s. 116 y ss.
MIELE, Le sltuazioni di necessita delto stato, Padova, 1936. RA.NELLETI. La polizia di
sicurezza en Primo Trattato de Orlando, vol. IV, 2.», págs. 1226 y ss.
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curre por cauces legales, aun cuando éstos sean de naturaleza excepcio-
nal. La actividad administrativa en los casos de estado de necesidad dis-
curre por cauces ilegales.

Recientemente ha señalado MARTÍNEZ USEROS cómo el estado de ne
cesidad es : «aquel en que la protección de un bien jurídicamente tutela-
do reclama la realización de un acto que es en sí antijurídico». «El or-
den jurídico positivo es el que queda abolido en los casos de dicho
estado, abolición que deriva de la imposible coexistencia de dos intere-
ses jurídicamente protegidos que, al enfrentarse, producen, con el ne-
cesario sacrificio de uno de ellos, el estado de no Derecho» (34). Clara-
mente se desprende de lan ajustada doctrina sobre el estado de necesi-
dad la diferencia por nosotros señalada que le separa de las institucio-
nes de urgencia. En éstas, la Administración sigue determinada y regu-
lada por el Derecho positivo administrativo, aun cuando sea de natura-
leza excepcional; en el estado de necesidad, por el contrario, la Admi-
nistración actúa contra el propio derecho positivo administrativo en
virtud del juego de! estado de necesidad, cuya propia esencia la predica
el viejo axioma de que la necesidad no tiene ley (35).

(34) «Entre Administración y Derecho —dice MARTÍNEZ L'SEROS— empieza por exis-
tir un principio de jerarquía de valor, y en mérito a él, ante cualquier posible paso
de excepción en la presente fase de la vida administrativa, de antagonismo entre, rl
interés público, o por mejor decir, enlre el interés social prevalente y el ordenamiento
jurídico positivo de la Administración, no nos hallamos ante un conflicto insolublo
por la igualdad de los elementos contrapuestos, ya que el segundo es de inferior ran»o
al primero y debe ceder...»

«Es decir —añade—, se produce una contradicción entre el interés social del respeto
al ordenamiento jurídico constituido y el interés social de la continuidad en el ejer-
cicio de las funciones públicas esenciales; entre uno y olro hay que establecer la
prevalencia, que indudablemente cae del lado del segundo...» «Si el Derecho admi-
nistrativo, como ordenamiento jurídico positivo, nació precisamente para ser instru-
mento del privilegio de la Administración y de la garantía del administrado, cuando
a dichos fines no sea idóneo tendrá que cesar el condicionamiento por él establecido.
Es éste un principio de íege feranda y el principio básico y determinante de la [epítima
aplicación de la idea del estado de necesidad a la hipót-ós que consideramos. Cede el
imperio de !a ley positiva y subsiste únicamente el de la ley natural ..» Consideraciones
sobre los funcionarios de hecho. Estudios en honor de GASCÓN Y MARÍN, 1952, pági-
nas 116 y ss.

(35) Las llamadas situaciones de emergencia caen por lo general dentro del estado
de necesidad de la Administración, aun cuando alguno de sus aspectos podría intro-
ducirse en la doctrina de la urgencia. Con relación a las llamadas situaciones de emer-
gencia, ha escrito FUEYO AI.VAREZ las siguientes palabras: «Se trata, por definición,
de situaciones transitorias y de urgencia, en las que la necesaria continuidad de los
servicios públicos obliga a improvisar una autoridad para el servicio de los intereses
generales, que no pueden ser sacrificados a un prurito legalista.» La doctrina de la
Administración «de /acto», en REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, núm. 2, pág. 46.
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